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                                                                  Acta de Aprobación N° 768
                                                  Hora: 8:30 a.m.
1.- VISTOS

Procede esta Corporación a decidir la acción de tutela instaurada mediante apoderado judicial por el señor JHON FREDY MONTOYA SERNA, contra los Juzgados Primero Penal con función de control de garantías, Segundo Penal del Circuito, la Fiscalía Especializada ante el Gaula, y el Grupo Élite del Gaula, todos de esta capital, al considerar vulnerado el debido proceso.
2.- SOLICITUD 
Lo sustancial de los hechos que plantea en el escrito de tutela el apoderado del señor MONTOYA SERNA, se pueden concretar así: (i) la Fiscalía 1ª. Delegada ante el Gaula adelanta investigación por desplazamiento forzado, y en abril 7 de 2017 solicitó la expedición de órdenes de captura, entre ellas la del señor JHON FREDY MONTOYA SERNA, la cual se hizo efectiva por parte del Grupo Élite del Gaula en mayo 2 de 2017 a las 6:30 a.m. en sector del CAI de policía “Acuario” de Pereira; (ii) en mayo 3 se hicieron las audiencias de legalización de captura, formulación de imputación e imposición de medida ante el Juzgado 1° Penal municipal con función de garantías de esta ciudad; (iii) en esa audiencia se impartió legalidad a la aprehensión con pleno desconocimiento de las garantías procesales por el factor “engaño” de su prohijado, quien cumple condena en prisión domiciliaria en el barrio Las Mercedes, Manzana 18, Casa 18 del barrio cuba y tener un permiso para ejercer como comisionista de lunes a domingo de 6:00 a.m. a 10:00 p.m., con perímetro para desplazarse hasta donde sea necesario fuera de este eje cafetero, como lo concedió el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Cartago; (iv) en examen de esa ilegalidad de captura, el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira tampoco advirtió dicha situación, pues al estar privado de la libertad en su domicilio con permiso para laborar echó de menos la forma engañosa como fue detenido y confirmó la medida de aseguramiento intramuros impuesta, con lo cual se contraviene el procedimiento legal que es el de permitirle a su cliente que descuente pena en la causa por la que está condenado y mantener su permiso para trabajar, en tanto el único que puede revocar la prisión domiciliaria es quien la impuso por violación de las garantías contraídas; (v) si bien el objeto de revisión por el ad quem fueron las formalidades procedimentales de la lectura de derechos del capturado, por estar revestido de una actividad constitucional que le permite revisar extrapetita, debía verificar la situación irregular ya que a su cliente se le hizo creer que la autoridad lo requería para el consentimiento de unos documentos y por el contrario originaron su captura; (vi) en el presente asunto se incurrió en una vía de hecho y por ende el asunto si es de relevancia constitucional, pues el grupo Gaula al no contar con una dirección en la orden de captura, no indagó sobre la ubicación de JHON FREDY MONTOYA o aunque pudo hacerlo profirió idear la no ubicación para mostrar un “falso positivo”; (vii) Al realizar sus averiguaciones como defensor, tardó solo dos minutos en enterarse que estaba por cuenta de un Juzgado de Ejecución de Penas y por intermedio del INPEC podrían saber acerca de su ubicación; (viii) si su cliente estaba en prisión domiciliaria, lo propio era informar al fiscal del caso para que fuera conducido por el INPEC a esas audiencias, sin afectar con ello los beneficios de su prisión domiciliaria y descontar pena por trabajo como lo hacía; (ix) aunque de encontrarse el señor JHON FREDY por fuera de su residencia, estaría facultado el grupo de Gaula para materializar su captura, con lo que no contaban es que tenía un permiso del Juez que lo condenó para desplazarse a laborar como comisionista desde las 6:00 a.m. y por ende el mismo no se encontraba en situación de desacato, pues fue aprehendido a las 6:30 a.m.; (x) el Gaula obró con engaños, sin consultar su cartilla biográfica que obra en el INPEC, donde consta que éste siempre permaneció en su residencia sin novedad; (xi) Luego de transcribir apartes de la declaración que entregó su cliente y el policial DIEGO FERNANDO SANDOVAL ante el Juez de Garantías, estima que lo dicho por éste último no corresponde a la realidad; (xi)  se agotaron todos los medios judiciales donde no se acogió su tesis y se cumple el requisito de inmediatez, pues la última decisión fue proferida en julio 14 de 2017, por lo que la tutela se interpone en un plazo razonable, y (xii) no se valoraron los testimonios como debió al momento de declarar la legalidad de la captura, pese a las contradicciones expuestas.

Pide se tutela el derecho al debido proceso de su representado, el cual fue vulnerado con las providencias adoptadas por el Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías y Segundo Penal del Circuito de Pereira y en consecuencia se ordene el “statu quo” en relación con la situación jurídica de MONTOYA SERNA para que continúe en prisión domiciliaria, como lo dispuso el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Cartago  (V.) quien lo condenó a 94 meses y 15 días de prisión por porte ilegal de armas, y que continué con el beneficio de permiso administrativo para laborar en el horario concedido por ese mismo despacho judicial.

3.- TRÁMITE DEL ASUNTO
El despacho admitió la presente acción constitucional y dispuso correr traslado de la misma a los Juzgados Primero Penal Municipal con función de control de garantías, Segundo Penal del Circuito, Fiscalía 1ª Delegada ante el Gaula y al Comandante del Grupo Elite Gaula, todos de esta capital; igualmente ordenó vincular de manera oficiosa a los agentes del Ministerio Público que intervienen ante esos despachos judiciales, al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Cartago (V.) y al Juez Cuarto de Ejecución de Penas de Pereira,  de los cuales dieron respuesta a la tutela,  los siguientes:
3.1.- La Juez Segundo Penal del Circuito de Cartago (V.)  informó  que: (i) condenó en enero 30 de 2014 al señor JHON FREDY MONTOYA a la pena de 94 meses y 15 días de prisión por fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego y en la misma le otorgó la prisión domiciliaria, cuya vigilancia de la pena corresponde a un Juzgado de Ejecución de Penas de esta misma ciudad; (ii)  la tutela no es el mecanismo llamado para dejar sin piso una providencia judicial, pero como las pretensiones del actor no encontraron eco en las respectivas instancias, pretende que esta acción sea una tercera instancia; (iii) no se cumplen con los requisitos generales ni especiales de procedencia de la acción constitucional, y (iv) pide se niegue la tutela, al no vulnerarse derechos fundamentales y este mecanismo no fue diseñado para suplir las instancias regulares.

3.2.- El Juez Cuarto de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, comunicó lo siguiente: (i) la actuación adelantada contra JHON FREDY MONTOYA le correspondió por reparto en julio 21 de 2017; (ii) de los documentos aportados se observa que el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Cartago (V.) el proferir sentencia por fabricación, tráfico, porte o tenencia de armas de fuego le concedió al mismo la prisión domiciliaria con un permiso de trabajo “de lunes a domingo, desde las 6:00 a.m., hasta las 10:00 p.m., y hasta donde sea necesario desplazarse, fuera de este Eje Cafetero”, lo cual será objeto de modificación en tanto dicho permiso contraviene el Decreto 1758 de 2015, donde se establece que la jornada laboral para personas privadas de la libertad no podrá superar las 8 horas diarias ni 48 semanales; (iii) como lo dice el abogado, con tal permiso en realidad el señor JHON FREDY MONTOYA disfruta de una “libertad disimulada”, pues solo está obligado a permanecer en su residencia por 8 horas, cuando un período igual es el que puede usar en sus actividades como comisionista, las cuales deberán ser acreditadas en debida forma; (iv) la competencia de ese despacho se circunscribe a la vigilancia de la pena impuesta, sin tener injerencia alguna en el asunto que ha sido puesto a consideración por el actor, pero como actualmente el señor JHON JAIRO se encuentra privado de la libertad por la medida de aseguramiento impuesta en otra actuación, una vez quede en libertad descontará en prisión domiciliaria y por cuenta de ese despacho la condena proferida; (v) si de la información que se aporte al despacho se observa que la comisión del injusto por el cual se privó de la libertad a MONTOYA SERNA ocurrió durante el período de prueba, se dará inicio al trámite contenido en el canon 477 C.P.P. por incumplir las sanciones impuestas, y (vi) solicita se llame la atención al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Cartago (V.) para que se abstenga de conceder permisos como el acá otorgado, porque además de contravenir la norma aludida, envía un mensaje equivocado a la comunidad.
3.3.- Las demás partes vinculadas -Juzgados Primero Penal con función de garantías y Segundo Penal del Circuito, así como la Fiscalía 1ª Delegada ante el Gaula y el Comandante del Grupo Gaula, todos de Pereira-, guardaron silencio.
4.- PRUEBAS

Se tuvieron como tales los documentos aportados por el accionante.
5.- Para resolver, SE CONSIDERA

El Tribunal es competente para fallar el presente asunto de conformidad con la facultad consagrada en la Constitución Política en su artículo 86 y en los Decretos 2591/91 y 306/92.

5.1.- Problema planteado 

Corresponde establecer a la Sala si por parte de los despachos y entidades accionadas, con ocasión de las diligencias que se surtieron en contra del señor JHON FREDY MONTOYA SERNA, se vulneró el derecho fundamental al debido proceso.

5.2.- Solución

La acción de tutela ha sido por excelencia el mecanismo más expedito en materia de protección de derechos fundamentales, gracias a ella el Estado Colombiano logró optimizarlos y hacerlos valer a todas las personas sin discriminación alguna. 

La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional
 recopiló y reiteró los requisitos generales
 para que proceda la tutela contra providencias judiciales, así como las causales de procedencia especiales
  de acuerdo con lo que en tal sentido se estableció en la sentencia C-590/05, en el que además se puntualizó que: 
“En definitiva, como ha sido señalado en reciente jurisprudencia, la acción de tutela contra providencias judiciales es un instrumento excepcional, dirigido a enfrentar aquellas situaciones en que la decisión del juez incurre en graves falencias de relevancia constitucional, las cuales tornan la decisión incompatible con la Constitución. En este sentido, la acción de tutela contra decisión judicial es concebida como un juicio de validez y no como un juicio de corrección
del fallo cuestionado, lo que se opone a que se use indebidamente como una nueva instancia para la discusión de los asuntos de índole probatoria o de interpretación normativa, que dieron origen a la controversia. […]” 

Frente a las pretensiones que hace el accionante debe reiterarse que en principio la tutela no procede cuando existan otros recursos o medios de defensa judiciales, salvo que se utilice como mecanismo transitorio para evitar un perjuicio irremediable, caso en el cual se debe demostrar la premura de la situación y la importancia del auxilio constitucional; es decir, que no puede utilizarse como forma de evadir los procesos ordinarios o especiales contemplados de manera general por la ley.

Sobre el particular en la sentencia T-313 de 2005, la H. Corte Constitucional indicó: 
“[…] La acción de tutela es un mecanismo de protección de derechos fundamentales cuyas características y condiciones son definidas por la misma Carta Política. Dentro de estos requisitos se encuentran la subsidiariedad y la inmediatez. 

El primero está relacionado con la necesidad que en cada caso concreto se acredite que el afectado no cuenta con otro mecanismo de protección de sus derechos o que, en razón a la inminencia de un perjuicio irremediable, dicho instrumento pierde su idoneidad para garantizar la eficacia de los postulados constitucionales, caso en el cual la Carta prevé la procedencia excepcional y transitoria.
 

El fundamento constitucional de la subsidiariedad, bajo esta perspectiva, consiste en impedir que la acción de tutela, que tiene un campo restrictivo de aplicación, se convierta en un mecanismo principal de protección de los derechos fundamentales.  En efecto, la Constitución y la ley estipulan un dispositivo complejo de competencias y procesos judiciales que tienen como objetivo común garantizar el ejercicio pleno de los derechos constitucionales, en consonancia con el cumplimiento de los demás fines del Estado previstos en el artículo 2 Superior.  Por tanto, una comprensión ampliada de la acción de tutela, que desconozca el requisito de subsidiariedad, vacía el contenido de las mencionadas competencias y, en consecuencia, es contraria a las disposiciones de la Carta Política que regulan los instrumentos de protección de los derechos dispuestos al interior de cada una de las jurisdicciones.”
Debe indicarse igualmente, que  han sido varias los pronunciamientos en los que la Sala de Decisión de tutelas
 de la H. Corte Suprema ha reiterado que al juez constitucional no le es permitido inmiscuirse en “procesos en curso”, tal como se expresó en el radicado 68111 de julio 18 de 2013, así:
“Adicionalmente, observa la Sala que el proceso seguido en contra de URBANO BERRERA se encuentra en curso, luego será en ese escenario donde a través de los medios de defensa judicial podrá reclamar el amparo de las garantías fundamentales que considera conculcadas, pues como reiteradamente lo ha dicho la Corte al juez de tutela tampoco le es permitido intervenir en procesos en curso, no sólo porque desconoce la independencia y la autonomía de que está revestido el juez natural para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque, tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró el mecanismo de amparo para la protección de derechos superiores, mas no para su declaración.” 

Del mismo modo, en la sentencia de tutela proferida por la Sala de Casación Penal, con radicación 79314 de mayo 6 de 2015, también se sostuvo que el juez ante el cual se solicita el amparo no puede inmiscuirse cuando está en curso un proceso, y concretamente se indicó: 
“Ha sido criterio definido y reiterado de la Sala de Casación Penal de la Corte que no es procedente acudir a la solicitud de protección constitucional para intervenir dentro de procesos en curso, no sólo por cuanto ello desconoce la independencia de que están revestidas las autoridades judiciales para tramitar y resolver los asuntos de su competencia, sino porque tal proceder desnaturaliza la filosofía que inspiró la acción de amparo como mecanismo residual de defensa de los derechos superiores, mas no para su declaración”.
Coetáneamente, en el radicado 79930 de mayo 28 de 2015, la misma Alta Corporación recalcó lo siguiente respecto a la no procedencia de la tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios: 

“La Sala ha sostenido de tiempo atrás que no puede interponerse la acción de tutela para reemplazar los procedimientos ordinarios, pues el amparo se concibió para suplir la ausencia de éstos y no para desconocerlos, por tanto, no es viable considerarlo un medio alternativo o paralelo de defensa al cual acudir para enderezar actuaciones jurisdiccionales supuestamente viciadas. 
También ha reiterado que excepcionalmente el instrumento constitucional puede ejercitarse para demandar la protección de un derecho fundamental que resulta vulnerado, cuando en el curso de un proceso el funcionario judicial actúa o decide de manera arbitraria, o en aquellos eventos en los cuales sus decisiones son emitidas desbordando el ámbito funcional o en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico; pero bajo la condición de que en tales circunstancias el afectado no disponga de otro medio judicial idóneo para defender la vigencia de sus derechos constitucionales. 
De lo anterior, surge evidente que la interpretación ponderada de los jueces al resolver un asunto dentro del ámbito de su competencia, pertenece a su autonomía como administradores de justicia y no puede controvertirse a través de una acción de amparo; mucho menos si en contra de sus determinaciones se interpusieron los recursos ordinarios y éstos fueron resueltos negativamente, pues el instrumentos constitucional no se erige como una instancia adicional para exponer nuevamente la razón del disenso.” -negrillas fuera de texto-
Surge diáfano por tanto, que al encontrarse actualmente en curso el proceso que por las conductas de desplazamiento forzado agravado –art. 180 y 181 num. 2 C.P.- en concurso con concierto para delinquir con fines de desplazamiento forzado –art. 340 inc. 2° y 3° C.P.-, es en el interior del mismo donde se deben ventilar las presuntas vulneraciones a los derechos y garantías fundamentales que reclama, pues: “no obstante la posible irregularidad que se hubiere presentado en el trámite del proceso correspondiente, al no estar culminada la actuación, existen normas en el procedimiento para que el afectado alegue oportunamente estas deficiencias, bien sea, pidiendo nulidades, interponiendo recursos, interviniendo en el proceso, todo con el fin de defender sus derechos. Es decir, la improcedencia de la acción de tutela, en estos casos, radica en la existencia de otro medio de defensa judicial, dentro del propio proceso”
. 
Así mismo la Corte Suprema de Justicia, frente a la interposición de acciones de tutela contra decisiones judiciales, también ha expresado:

“Desde otrora esta Sala ha venido sosteniendo que si bien la tutela procede contra providencias judiciales, en aplicación de los anteriores criterios de procedibilidad -ya expuestos en extenso- incumbe a quien la ejercite no sólo conformarse con realizar exposiciones aisladas de argumentos que cuestionen su validez, sino también demostrar, de forma irrefutable, que las mismas sólo están envueltas en un manto de legalidad, mas en el fondo no son otra cosa que la expresión grosera o ilegal de la judicatura, disfrazada de declaración de justicia.
Frente a las providencias judiciales, por otra parte, se presume su legalidad y acierto, razón por la cual, si se pretende demostrar lo contrario, a quien así lo denuncia es al que le corresponde la carga de construir un discurso argumentativo y probatorio de tal talante que el error, que de por sí debe ser garrafal, quede en franca evidencia

No obstante, siguiendo el principio de informalidad de la tutela, si bien no se exigen fórmulas sacramentales en su planteamiento, también es cierto que no resulta admisible solicitar al juez constitucional una actitud oficiosa de protección de las garantías fundamentales, o pretender que se active su intervención para revivir un debate sustancial o probatorio ya culminado, a partir de planteamientos genéricos y sin demostración.  En esa medida, una actuación judicial culminada constituye una expresión de seguridad jurídica y coadyuva a alcanzar uno de los principios de nuestro Estado Social de Derecho, cual es el de lograr «…la vigencia de un orden justo» –Artículo 2º Constitucional-.
Por lo anterior, la labor del demandante en una tutela contra decisiones judiciales es más exigente, pues no puede quedarse simplemente en el planteamiento de censuras y omitir su demostración, pretendiendo que el juez de tutela, en una labor de reemplazo del juez ordinario, entre nuevamente a verificar en el expediente y a constatar si los falladores de instancia realizaron o no correctamente la labor de adecuado impulso procesal y de análisis jurídico sustancial, pues debe partirse del presupuesto que dicha función fue adecuadamente realizada por los falladores de instancia”. 

En el presente asunto y de acuerdo con las manifestaciones esbozadas por el apoderado del señor MONTOYA SERNA, entiende esta Sala que su solicitud está dirigida básicamente a que se dejen sin efectos las decisiones por medio de las cuales se declaró la legalidad de la captura proferida en su contra, así como la imposición de la medida de aseguramiento de detención en centro carcelario, que fueran adoptadas por los Juzgados Primero Penal Municipal con función de control de garantías y Segundo Penal del Circuito de esta localidad, respectivamente, por haberse vulnerado el debido proceso al no tener en cuenta que el actor fue capturado con engaños, lográndose que éste saliera de su residencia donde cumple prisión domiciliaria con permiso para trabajar, según decisión adoptada en enero 30 de 2017 por el Juzgado Segundo Penal del Circuito de Cartago (V.).
Precisamente, al enfrentar al caso que nos ocupa los presupuestos generales y específicos de procedencia del mecanismo tutelar al que se hizo alusión con antelación, se hace necesario indicar que no resulta procedente atacar por esta vía tales providencias, como lo hace el accionante, por cuanto las mismas no configuran una vía de hecho en ninguna de las modalidades que ampliamente ha señalado la jurisprudencia, ni mucho menos se aprecia que la postura asumida por los despachos judiciales que conocieron del asunto haya desbordado su ámbito funcional, o que hayan obrado en forma manifiestamente contraria al ordenamiento jurídico.
Y es que acá se evidencia que las providencias por medio de las cuales se declaró la legalidad de la captura y se profirió medida de aseguramiento intramural en contra del señor JHON FREDY MONTOYA SERNA por parte del Juzgado Primero Penal Municipal con función de control de garantías de Pereira (Rda.) en mayo 3 de 2017, fueron adoptadas con fundamento en la información que arribó al juez de la causa, por parte de la Fiscalía y de lo dicho por uno de los policiales que intervino en su captura, a consecuencia de lo cual se pudo establecer que en efecto al mismo sí se le informaron sus derechos como capturado, y no obstante que el señor MONTOYA SERNA se encontrada privado de la libertad en su domicilio, con fundamento en la denuncia que en su contra formuló la señora LUZ MARINA TABIMA RAMÍREZ, por hechos acaecidos en abril 9 de 2015 -es decir, cuando ya gozaba de la prisión domiciliaria-, se daba a entrever que tal detención no le ha servido para “portarse debidamente”, tal cual se desprende de la información que suministró a la Fiscalía la víctima quien lo ha visto por su casa en varias motos, acompañado al parecer de sus guardaespaldas, por lo cual estimó el despacho que el mismo no cumple con dicha medida como debe ser y por ende se hacía necesaria la imposición de medida de aseguramiento, entre otras consideraciones, para proteger a la comunidad de esos grupos que la descomponen y la hacen insegura.

Tales decisiones fueron objeto de los recursos ordinarios que contempla el ordenamiento jurídico, y el togado tuvo la posibilidad de exponer su disenso frente a las mismas, habiéndole correspondido su revisión al Juzgado Segundo Penal del Circuito de Pereira, con función de conocimiento, el cual mediante auto de julio 14 de 2017 confirmó las providencias emitidas por el inferior.

Véase  que precisamente lo que fue objeto de debate por parte del letrado en esas instancias, fue el hecho de que al parecer a su prohijado no se le leyeron los derechos del capturado al momento en que fue aprehendido por funcionarios adscritos al grupo Gaula, quienes hicieron efectiva la orden de captura 2900017682 que fuera expedida en su momento por el Juzgado Quinto Penal Municipal con función de control de garantías. Pero ocurre que aunque el actor al momento de romper su silencio indicó que no le fueron señalados los derechos al instante de ser capturado, esa circunstancia no se compadece con la información vertida por uno de los policiales que intervino en el operativo, esto es, el Patrullero FABIÁN HERNÁN OCAMPO MARÍN -que no el SI. DIEGO FERNANDO SANDOVAL, como lo dijo el actor-, quien adujo que al señor MONTOYA SERNA si se le dieron a conocer tales prerrogativas, pero la materialización de éstos solo se concretó en el Comando de Policía donde fue traslado, amén el grado de exaltación que al mismo le produjo tal noticia.

No puede entonces pretenderse por parte del actor, que pese a que la situación debatida en las audiencias preliminares fue objeto de estudio y análisis por los funcionarios competentes, sea ahora utilizada la acción constitucional como una tercera instancia para controvertir asuntos que necesariamente debieron ser ventilados dentro del referido proceso, el cual apenas está en su génesis y por ende se tiene la posibilidad de interponer las solicitudes que estime pertinentes en ese asunto donde es requerido el señor JHON FREDY MONTOYA, para lograr la protección de los derechos que observa como quebrantados.

Sea como fuere, de considerar que por parte de los funcionarios del grupo Élite del Gaula se incurrió en alguna irregularidad en relación con la aprehensión del señor JHON FREDY MONTOYA SERNA, podrá hacer uso de los mecanismos que contempla el ordenamiento legal para que se investigue tal situación, esto es, acudir ante la Oficina de Control Interno Disciplinario para que sea allí donde se establezca si los mismos faltaron a sus deberes oficiales con ocasión de esa captura.
En ese orden de ideas, para la Sala la acción de tutela promovida por el apoderado del señor JHON FREDY MONTOYA SERNA se observa improcedente, ante la existencia de otros medios de defensa judicial a los que puede acudir en el interior del proceso que se adelanta en su contra.

Ahora, en relación con la petición que elevó el Juzgado de Ejecución de Penas y Medidas de Seguridad de Pereira, para que se efectúe un llamado de atención a la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Cartago (V.) quien concedió el permiso para laborar por fuera de los lineamientos contenidos en el Decreto 1758 de 2015, debe indicarse que si bien éste fue otorgado con antelación a la expedición de dicha norma -enero 30 de 2014- ello no daba vía libre a la funcionaria judicial para que en atención al derecho al trabajo que le asiste a las personas privadas de la libertad, procediera a brindarle un permiso tan flexible -permanecer por más de 16 horas en su labor de comisionista-, situación ésta que no solo va en contravía de lo reglado en el Código Laboral, sino lo referido concretamente en el artículo 82 de la Ley 65 de 1993, al disponer que para efectos de la redención de pena “no se podrán computar más de ocho horas diarias de trabajo”, lo que implica que ese término es el límite para obtener la mencionada redención.
Y es que un permiso tan extensivo como aquél que le concedió dicha funcionaria, al que por si fuera poco le añadió que “hasta donde sea necesario desplazarse, fuera de este Eje Cafetero”, despojaría al interno de su condición de sujeción frente al Estado, al quedar casi en una total independencia del control de las autoridades judiciales y carcelarias, y prácticamente en una “libertad transitoria o de hecho” como así lo refirió el profesional del derecho que lo representa en este trámite, pues al permitírsele que permanezca por más de 16 horas fuera de su domicilio y del Eje Cafetero, implica que puede trasladarse para cualquier lugar del país a ejercer su labor de “comisionista”, es decir, algo ilimitado que impediría la realización de una verdadera vigilancia de la pena impuesta.

Para la Sala la concesión de un permiso de trabajo de tal naturaleza, fue desbordado, y, en consecuencia, se dispone compulsar copias de la presente actuación con destino a la Sala Jurisdiccional Disciplinaria del Consejo Seccional de la Judicatura del Valle, para que sea esa autoridad quien determine si la citada funcionaria pudo en verdad incurrir con su decisión en la infracción de las normas que regulan la actividad jurisdiccional encomendada.
5.- DECISIÓN 
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República, por mandato de la Constitución y de la Ley,  
FALLA
PRIMERO: SE DECLARA IMPROCEDENTE la acción de tutela interpuesta por el señor JHON FREDY MONTOYA SERNA. 

SEGUNDO: De conformidad con lo plasmado en la parte motiva de la providencia, se ordena compulsar copias con destino al Consejo Seccional de la Judicatura del Valle del Cauca, para  para que esa autoridad determine si la titular del Juzgado Segundo Penal del Circuito de Cartago (V.) incurrió con su decisión en la infracción de las normas que regulan la actividad jurisdiccional.

TERCERO: Si el fallo no fuere impugnado remítase el expediente a la H. Corte Constitucional para su eventual revisión. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

Los Magistrados,

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE
      JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

La Secretaria de la Sala,

MARÍA ELENA RÍOS VÁSQUEZ
� T-094/13


� ”a.) Que la cuestión que se discuta resulte de evidente relevancia constitucional. b.) Que se hayan agotado todos los medios -ordinarios y extraordinarios- de defensa judicial al alcance de la persona afectada, salvo que se trate de evitar la consumación de un perjuicio iusfundamental irremediable.  c.) Que se cumpla el requisito de la inmediatez. d.) Cuando se trate de una irregularidad procesal, debe quedar claro que la misma tiene un efecto decisivo o determinante en la sentencia que se impugna y que afecta los derechos fundamentales de la parte actora. e.) Que la parte actora identifique de manera razonable tanto los hechos que generaron la vulneración como los derechos vulnerados y que hubiere alegado tal vulneración en el proceso judicial siempre que esto hubiere sido posible, y f.) Que no se trate de sentencias de tutela.”


� “a.) Defecto orgánico; b.) Defecto procedimental absoluto; c.) Defecto fáctico; d.) Defecto material o sustantivo; e.) Error inducido; f.)  Decisión sin motivación; g.)  Desconocimiento del precedente, y h.)  Violación directa de la Constitución.” 


� Sentencia T-555 del 19 de agosto de 2009, M.P. Luis Ernesto Vargas.


� En relación con la subsidiariedad de la acción de tutela pueden consultarse, entre otras, las sentencias T-297/97, M.P. Antonio Barrera Carbonell, T-449/98, M.P. Alfredo Beltrán Sierra y T-300/04, M.P. Eduardo Montealegre Lynett. 


� Ver también los radicados T-45900/10, T-53421/11  y T-70719/13


� Corte Constitucional, T-418 de 2003.


� CSJ STP, 22 sept. 2015, Rad. 81747
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